PROYECTO DE DECLARACION
La Honorable Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires

DECLARA
El más enérgico repudio al acto de intimidación que sufrió el periodista Raúl Fernando Uribarri, titular del Semanario “La otra semana” del Municipio de General Paz, por parte de un funcionario policial, revelando así su voluntad de cercenar con métodos represivos y antidemocráticos el libre ejercicio de la libertad de prensa. 
A su vez, se expresa una profunda preocupación por el silencio mantenido ante este hecho de gravedad institucional por el intendente municipal, Cdor. Edgardo Juan Uribarri, que contrastó con  el sentimiento de solidaridad expresado por los restantes actores políticos, sin distinción de filiación partidaria, y las organizaciones de la sociedad civil. 
FUNDAMENTOS

Un hecho profundamente violento y antidemocrático se ha consumado en el Municipio de General Paz: el editor periodístico de un semanario local fue intimidado, mediante el uso de las facultades y estructuras del poder público, por personal jerárquico de la policía local. Una práctica siniestra que imaginábamos desterrada.

Raúl Fernando Uribarri, director periodístico del semanario “La otra semana”, fue intimidado por el capitán Claudio Aramburu, de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, a raíz de difusión de una noticia. La intimidación ocurrió el 23 de junio de 2007 en las dependencias de la policía del distrito.

El capitán Aramburu, que evidentemente añora las prácticas lamentablemente usuales en tiempos signados por el autoritarismo y la represión ilegal, utilizó las facultades que le concede su función pública para citar a declarar a Uribarri con la exclusiva intención de amedrentarlo por sus opiniones.

Fue un hecho de indiscutible gravedad que debe ser afrontado y combatido desde todos los sectores de nuestra sociedad. 

Ignorar procedimientos de esta naturaleza importará, por decantación natural, la generación de un clima que les permitirá multiplicarse.

De este modo, desde ciertas estructuras políticas, se presionará sobre el ejercicio de la prensa libre con el interés de controlar la información y cercenar los espacios de debate ciudadano.

No menos asombroso resultó en este caso el silencio que imperó desde el Poder Ejecutivo del distrito, el intendente municipal (que a la vez es la cabeza de la Policía Comunal), luego de que periodista denunciara el acto de intimidación del que fuera víctima.

¿Cómo debe interpretarse ese mensaje? ¿No será entendido por Aramburu y otros agentes policiales como un acto de complicidad, o incluso como una discreta celebración por la ejecución de esta clase de prácticas?

Pero no sólo hubo silencio público por parte del intendente municipal frente al acto de intimidación consumado. 
En privado, el episodio fue tomado como una anécdota risueña y hasta como un motivo de festejo por parte de quien se supone conduce los destinos del distrito, en teoría ajustando sus actos y políticas al imperio de la ley y la doctrina de los derechos humanos.

Tras la demoledora repercusión que este hecho provocó en un pueblo chico como General Paz, el intendente municipal,  Edgardo Juan Uribarri, entendió oportuno avalar al funcionario policial cuestionado.

Con ese propósito, y de inmediato a la difusión del acto de intimidación, el intendente recibió en su oficina privada al capitán Aramburu ante varios testigos y se despachó con múltiples bromas y festejos sobre el episodio ocurrido, convirtiendo -a través de esta vergonzante parábola- un hecho profundamente antidemocrático en una anécdota liviana útil para hacerle más llevadera la mañana.
¿Acaso el capitán Aramburu y el intendente municipal ignoran que la Constitución Nacional, ya desde su texto originario de 1853, consagró el derecho de todos los ciudadanos “a publicar sus ideas por la prensa sin censura previa” (art. 14)?

Seguramente desconocen también los numerosos instrumentos de derecho internacional, con jerarquía constitucional en nuestro país, que protegen la potestad de la expresión libre de ideas, que no se aplica solamente a los periodistas. 

Entre tantas normas internacionales en este sentido, recordamos que el Pacto Internacional de derechos Civiles y Políticos estipula en su artículo 19 que: “1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir, y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección”.

El actual secretario de Derechos Humanos de la Nación, el Dr. Eduardo Luis Duhalde, un especialista en la regulación del ejercicio de la actividad periodística, ha afirmado que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha optado en numerosos fallos por enfatizar la inescindible vinculación que existe entre al libertad de expresión y el sistema democrático  (Duhalde, Eduardo Luis – Alen, Luis Hipólito, “Teoría Jurídico Política de la comunicación, Editorial Universitaria, 1999, pg. 303). 

En esa línea, la Corte Suprema ha sostenido que los fundamentos de la libertad de prensa deben encontrarse en el propio sistema republicano, para lo cual no alcanza con la publicidad de los actos de gobierno sino que además la prensa debe estar en condiciones de informar para que se determine el mérito o la responsabilidad de los poderes públicos. 

La restricción de la actividad de la prensa importaría mayores perjuicios que los que pudieran ocasionarse a través de los eventuales excesos en la libertad de informar. (Cft. fallo “Ramos, Juan José c. LR3 Radio Belgrano, CSJN 27-12-1996, entre tantos pronunciamientos).

En consecuencia, el acto de intimidación consumado por el capitán Aramburu debe ser condenado y repudiado por todos los sectores de la sociedad de General Paz,  ya sean públicos o  privados. 

No se trata (solamente) de la defensa de un derecho personal de un ciudadano intimidado por otro que pretendió capitalizar una posición de poder. Se trata además de salvaguardar un sistema de convivencia republicano y democrático.

Evidentemente, tanto en el ámbito policial como en el político, existen todavía rémoras de tiempos pasados. 
Nuestro imperativo moral consiste restaurar en forma plena el dominio de la ley. 

